Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 59 minutos.) 


La Comisión Especial de Servicios Públicos da la bienvenida al señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
contador Davrieux, y a los representantes de URSEC, doctor Fernando Pérez Tabó, Presidente, doctor Juan José Camelo y 
economista Mario Bergara. 


En virtud de una resolución de esta Comisión, se decidió invitar a los miembros de URSEC, a quienes cedemos el uso de la 
palabra. 


SEÑOR PEREZ TABO.- En primer lugar, quisiera trasmitir a los señores Senadores la satisfacción y el placer del Directorio que 
tengo el honor de presidir por estar en la mañana de hoy con ustedes. 


Voy a limitarme a hacer una mera referencia sobre lo que es la URSEC y cuáles son los trabajos a los que estamos abocados. 
Como es de conocimiento de los señores Senadores, dicha Unidad Reguladora fue creada por la Ley de Presupuesto y tiene un 
ámbito de competencia referido a la regulación en los mercados de telecomunicaciones y comunicaciones postales. En ese sentido, 
el marco normativo nos mandata la regulación de esos sectores de actividad en base a determinados principios, entre los cuales 
creo que es conveniente resaltar el fomento de la competencia y la optimización de los niveles de inversión en cada uno de estos 
dos mercados, así como la protección de los derechos del consumidor y de los usuarios. 


El Directorio de esta Unidad, que quien habla preside, fue integrado por resolución del Poder Ejecutivo de fecha 4 de mayo. 
Tomamos posesión de nuestros cargos el día 8 del mismo mes y estamos en proceso de instalación, por decirlo de alguna manera. 
Anecdóticamente cabe señalar que es una coincidencia que hayamos ocupado un local perteneciente a la Dirección Nacional de 
Comunicaciones. 


Estamos en la etapa de armado de la estructura orgánica, abocados fundamentalmente a lo que es un proceso que desembocará 
en la subasta de autorizaciones de licencias de uso de espectro en telefonía celular. Sin perjuicio de ello, también estamos 
dedicados al análisis de la situación del mercado postal. Precisamente, hace diez o quince días comenzamos a estudiar el tema 
referido al servicio universal en materia postal y, del mismo modo, estamos realizando un análisis del mercado de las 
comunicaciones postales para encarar el proceso de marco regulatorio. 


Por otro lado, estamos trabajando en proyectos de marcos regulatorios que serán sometidos a consideración del Poder Ejecutivo, 
referidos a todo el tema de telecomunicaciones, de forma tal de cumplir con los objetivos que la ley nos encomienda en cuanto a 
regular el mercado en condiciones de igualdad en lo que tiene que ver con sus operadores. 


Brevemente, esta es la realidad actual de nuestra Unidad y estamos a las órdenes de los señores Senadores por cualquier 
aclaración o pregunta que consideren del caso formular. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: independientemente de que esta Comisión está estudiando diferentes proyectos 
vinculados al tema de los servicios y empresas públicos, hay dos iniciativas vinculadas al tema de los artículos presupuestales 612 
y 613. No sé si esta información les fue acercada a nuestros invitados, pero quisiéramos saber si en función de sus potestades 
tienen alguna opinión al respecto. 


SEÑORA ARISMENDI.- Deseo plantear la inquietud que tenía, fruto de la cual había solicitado que concurriera la Unidad 
Reguladora a esta Comisión. Además de las noticias de prensa, que no siempre son fiables, hemos recibido al Directorio de ANTEL 
y al Sindicato de trabajadores de ese Organismo. En ambos casos, y más precisamente en la comparecencia del Directorio de 
ANTEL, planteamos algunas interrogantes, ya que se señalaba el hecho de que la Unidad Reguladora está trabajando -hace un 
momento también su Presidente lo mencionó- en la concesión o licitación del uso de una banda para telefonía celular. 
Concretamente, en aquella oportunidad preguntamos al señor Presidente de ANTEL, ingeniero Bracco, si podía considerarse que lo 
que está haciendo la Unidad Reguladora es preparar las condiciones y llevar adelante la existencia de una empresa privada que 
competiría con ANCEL en el marco de ANTEL, suponiendo que continúen estos dos artículos de la Ley de Presupuesto o en la 
hipótesis de que sean derogados, y su respuesta fue afirmativa. Por lo tanto, nos parecía muy importante -ya que no teníamos 
conocimiento de las potestades, salvo las que se establecen en las normas contenidas en el Presupuesto- saber en qué nivel de 
trabajo se encuentra. 


El debate de esta Comisión, por lo menos hasta ahora, está vinculado a la conveniencia o no de que el 60% ó el 100% de ANCEL 
esté en manos del Estado, o totalmente en otras manos. En ese sentido, consideramos interesante saber qué trabajo está haciendo 
la Unidad Reguladora al respecto. 


Antes de pasar a debatir los temas vinculados a ANCEL -y a ANTEL, ya que para nosotros son inseparables, pero esa es nuestra 
opinión- queríamos saber cuál era la situación. Tenemos otros antecedentes al respecto como, por ejemplo, la situación generada 
con el portland de ANCAP. En ese caso, el propio Estado fomentó, alimentó, generó las condiciones e hizo todo lo posible para que 
la empresa competidora estuviera en una situación superior para competir. Ahora, tenemos problemas con el sector portland de 
ANCAP. 


En el caso de ANCEL, queríamos saber -a raíz de las conclusiones que extrajimos en su momento, cuando nos reunimos con el 
Directorio y el Sindicato, en dos visitas distintas- cuál era el marco en el que trabajaba la Unidad Reguladora. Quisiéramos saber si 
se puede asegurar -como nos afirmó el Presidente- que en realidad estamos realizando una discusión que tiene ribetes de ociosa 


en algunos casos, porque ANTEL en su momento fomentó y favoreció a la competencia, MOVICOM, en tanto no lanzó al mercado 
el sistema del prepago, a pesar de que estaba pronta para hacerlo antes y esperó a que la propaganda la realizara primero la otra 
empresa. 


Mientras estamos discutiendo qué hacemos con ANCEL y ANTEL, parecería -de ahí el motivo de vuestra concurrencia- que esta 
Unidad está generando todas las condiciones para que aparezca una empresa competidora privada con otras condiciones y 
beneficios que ignoramos. Tampoco sabemos si ANCEL realmente va a estar en la misma situación de equidad o si, en realidad, 
estamos preparando su muerte anunciada. Reconozco que soy extremista en esta afirmación. De todos modos, la falta de 
elementos hace necesaria vuestra presencia para munirnos de todos los datos de que esta Comisión no dispone. 


SEÑOR PEREZ TABO.- En primer lugar, quisiera hacer una precisión. 


La situación jurídica o patrimonial de la empresa telefónica es un tema absolutamente ajeno a la Unidad Reguladora. Desde 
nuestro punto de vista, en función del cometido que la ley nos otorga, actuamos sobre la base de la normativa vigente. Por lo tanto, 
ese es un tema sobre el cual no corresponde que nos pronunciemos. 


En lo que tiene que ver con la subasta de licencias, es verdad; confirmo que la política que el Poder Ejecutivo ha instaurado en esta 
materia -quizás el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto pueda hacer algún comentario al respecto- consiste 
en fomentar la competencia y, en aras de eso, se está trabajando en la realización de esta subasta cuyo resultado último, en 
definitiva, es la existencia de nuevos operadores en la materia. 


¿Cuál es el contenido en sí mismo de la subasta? Decíamos que estamos en una etapa de instalación, sin perjuicio de lo cual 
estamos trabajando con la Universidad de la República en el diseño del pliego que va a regir esta subasta. Esto se encuentra en 
una etapa fermental; estamos trabajando con los primeros borradores. 


En grandes líneas, podemos decir que lo que está planteado es subastar, en primer lugar, licencias de uso de espectros. Quiero 
resaltar que en ningún momento se ha pensado transferir la propiedad del espectro radioeléctrico, porque eso es patrimonio de 
toda la comunidad. Sólo se piensa autorizar el uso de determinada fracción del espectro, con cierta finalidad. En ese sentido, 
estamos trabajando sobre la base de dividir el espectro en lotes de determinada cantidad de Mhz -que es el ancho de banda, 
término que se maneja más comúnmente- y, a su vez, por la vía del diseño del pliego, se pretende establecer cuál es el máximo o 
mínimo que podrá tener cada uno de los operadores, a fin de no generar, por la vía de los hechos, la predominancia de uno sobre 
otro. La cantidad de espectro indica o incide en la capacidad de venta de servicios y gestión que podrían tener los eventuales 
operadores. 


Desde el punto de vista de las condiciones en las cuales podría llegar a instalarse un nuevo operador en la materia, insisto en que 
la ley establece que debemos regular el mercado en condiciones de igualdad. Por lo tanto, no está previsto -y ni siquiera planteado- 
establecer algún tipo de privilegio o regalía a quien pueda acceder a esas licencias de uso, sino todo lo contrario; pretendemos 
regular el mercado de forma tal que sea competitivo. Dicha competitividad se logra, entre otras cosas, sobre la base de la igualdad 
en el tratamiento a quienes operen en la materia. 


SEÑOR DAVRIEUX.- En las consultas efectuadas se hacía referencia a cuál era la política que se pensaba seguir. En ese sentido, 
puedo indicar que en el tema de los servicios públicos, en donde no hay libre entrada de competidores, distinguimos tres niveles: 
en primer lugar, la política de regulación a cargo del Poder Ejecutivo; en segundo término, la regulación del mercado que lleva a 
cabo un organismo con autonomía técnica, en este caso, desconcentrado del Poder Ejecutivo, como es la URSEC; y, por último, los 
operadores públicos o privados que llevan adelante la prestación efectiva de los servicios públicos. La política que en este sentido 
tiene el Poder Ejecutivo ha sido fomentar la competencia para el mejoramiento de la prestación de los servicios a menores precios 
para los habitantes del país. La idea es, pues, un poco distinta a lo que ha manifestado la señora Senadora Arismendi en el sentido 
de una competencia que perjudicaría a ANTEL. Lo que desea el Poder Ejecutivo -y entiende que es su responsabilidad- es que los 
servicios públicos lleguen con la mejor calidad y los más bajos costos a los usuarios. Precisamente en ese sentido es que se ha 
establecido una política que ha alcanzado a los distintos organismos, por ejemplo, a los seguros, a los alcoholes, a la generación 
de energía eléctrica, a la prestación de servicios portuarios y, en este caso, a las comunicaciones. 


En fin, los artículos incluidos en la Ley de Presupuesto, en particular, el 613, tiene que ver con eso y por lo que podemos apreciar, 
hasta el momento ha habido en algunos sectores -y muy claramente- mejoras en los servicios prestados a los usuarios sin que los 
organismos públicos que antes gozaron de determinados monopolios hayan sido perjudicados, al menos ostensiblemente. 


Decimos esto para que se tenga una idea de algo puramente abstracto o teórico. Todos sabemos que el Banco de Seguros del 
Estado tenía monopolio de los seguros, y a pesar de que se introdujeron competencias privadas y más de una docena de 
competidores, ha mejorado su situación y todavía mantiene la mayor parte del mercado, entre el 75% y el 80%. Algunos 
organismos públicos o de propiedad pública que actúan desde el principio de su funcionamiento en competencia como, por 
ejemplo, alguno tan nuevo como la AFAP República, ha tenido que competir con cinco Administradoras privadas y sin embargo 
mantiene más del 60% del mercado. En el caso de UTE, antes tenía el monopolio y por ley fue liberalizada la generación de 
energía, pero por el momento no tiene competencia, es decir, no hay generación privada. Se está pensando en la posibilidad de 
lograr que grupos privados se interesen en el país a fin de reducir el costo de la capitalización o endeudamiento del Uruguay para 
ese efecto; pero luego de cuatro años de creado el marco regulatorio, UTE sigue siendo el oferente del 100% de la generación 
producida en el país. 


En consecuencia, la línea general no es perjudicar a ANTEL, sino beneficiar a los habitantes del país a través de la competencia y 
que el Estado mantenga su participación; por lo menos, el Poder Ejecutivo no plantea ninguna disminución del papel de ANTEL. Es 
más, pensamos que el artículo 613, a través de la habilitación a realizar sociedades dentro del país -ya las tiene, porque ha sido 
autorizada y ha ejercido ese derecho en el exterior- lo que hace es potenciar su desarrollo. Eso ocurre en distintos sectores. Por 
ejemplo, UTE también puede hacer lo mismo y, de hecho, ha tomado iniciativa en acuerdos para generar energía con destino al 
exterior -que no se ha concretado, pero que está en análisis- y tiene la posibilidad de que en caso de que haya un llamado para la 
participación de algún generador privado en el país, también pueda estar presente. 


O sea que la idea es clara: reducir los costos fiscales de la prestación de servicios públicos, mejorar la calidad de esos servicios y 
que los usuarios obtengan menores precios. Efectivamente, en un mercado en el cual no hay libre ingreso o no se puede usar 
libremente bandas, entre otras cosas porque su uso es limitado, esto sólo puede operar a través de un manejo o autorización 
estatal para la utilización de determinadas frecuencias de banda. En ese sentido, la URSEC está trabajando en la línea del Poder 
Ejecutivo, que indica que es conveniente que exista competencia en el mercado, uno de cuyos integrantes será ANCEL. Inclusive, 
las normas vigentes que se está considerando o bien derogar o modificar en el sentido de requerir una autorización legislativa para 
que pueda haber participación privada en ANCEL, suponen que en la empresa se mantenga la mayoría de participación del Estado. 
O sea que no hay intención de vender la empresa. 


SEÑOR RUBIO.- Me voy a referir a la licitación para la autorización de licencia y aclaro que he hecho una serie de consultas en 
función de que este tema es un poco abstruso para nosotros que, en último término, en el origen soy un profesor de historia y ahora 
Legislador, pero ocurre que tenemos muchos amigos que en el campo técnico son bastante solventes. 


Según tengo entendido, el ancho de banda o esa parte del espectro que se va a licitar -algo así como por los 1900 Mhz- admitiría 
las tecnologías de tercera generación, que son las que están en debate. He seguido por Internet los costos, las ventajas y los 
inconvenientes que tienen; pero está claro que esta tecnología, en materia de telefonía celular, está dentro del horizonte del futuro y 
que, además, como estos flujos son sobre la base de la digitalización, admiten todas las formas de información. Entonces, quien 
aquí tiene una red puede, a su vez, tener los flujos de todas las redes si cuenta con base legal, ventajas económicas y una 
tecnología que lo posibilite. 


Quisiera saber cuál es la situación de la empresa pública, en este caso, ANTEL y su operadora ANCEL, en relación a esta parte del 
espectro. Supongo que tendrá que presentarse a esta licitación y si es así, me gustaría saber cuál es el piso de la licitación de 
banda, cuál podría ser la situación de la empresa privada que actualmente opera arrendando esto a ANTEL, es decir, MOVICOM 
Bell South. 


Concretamente, lo que quiero saber es cuál es la previsión que en materia de escenario hace la Unidad Reguladora porque, según 
tengo entendido, podría haber no dos sino tres operadores. Podría darse que el operador privado que actualmente está en la otra 
parte del espectro se presente y gane, por lo cual insisto en saber cuáles son las bases. 


SEÑOR GARGANO.- Me parecen muy importantes las preguntas que ha planteado el señor Senador Rubio; por lo tanto, me 
ahorro de formular alguna por mi cuenta luego, pero quiero extenderme un poco más. 


Supongamos que para las tecnologías de tercera generación deba usarse un mecanismo, una banda distinta a la que se está 
utilizando ahora para la telefonía celular. Es una hipótesis que planteo, porque no domino este tema de la tecnología. 
Aparentemente, con la que dispone actualmente ANCEL o ANTEL, no la puede realizar; tiene que hacerla con otra. Pregunto, 
entonces, si ANTEL tiene que competir en la licitación. Esto es muy importante, porque tendríamos una empresa estatal que le 
tiene que comprar al Estado una banda y desde el punto de vista político creo que, desde el pique, tiene que quedar bien clarito la 
forma en que se va a hacer. 


SEÑOR PEREZ TABO.- Voy a tratar de explicar un poco esto. 


Hay un Decreto del Poder Ejecutivo que reserva la banda de 1700 a 2200 Mhz para desarrollo de lo que se denomina PCS, sigla 
en inglés que significa Sistema de Comunicaciones Personales y Tercera Generación. Para traducirlo a términos más entendibles, 
diré que en la vida real se trata de telefonía celular cada vez más avanzada en función de los servicios de valor agregado que se 
ofrecen al usuario, adicionales a la transmisión de voz. Concretamente, me refiero a Internet móvil y eventualmente, en tercera 
generación, transmisión de imagen o de video. 


Si bien, como decía, estamos en la etapa de proceso del diseño de la subasta, se está imaginando un escenario en el cual, en 
primer lugar, no se limiten los servicios a prestar. ¿Por qué razón? Primero, porque la tecnología de tercera generación todavía no 
está desarrollada y en esta materia es muy difícil poder determinar a priori cuál va a ser el tiempo que llevará su instrumentación. 
Segundo, porque podría tener un efecto negativo en lo que tiene que ver con el interés en la subasta la limitación de servicios. 
Eventualmente, podría haber operadores que estén interesados en desarrollar únicamente tercera generación sin pasar por la 
etapa previa del sistema PCS, o sea, la segunda generación. Estas aclaraciones tienen que ver con la banda en sí misma. 


En lo que se refiere a ANTEL concretamente, debo aclarar que el Organismo tiene 40 Mhz -si mal no recuerdo- 20 de ida y otros 20 
de vuelta, porque todos tienen canales para salir y para entrar en esta banda, y está en condiciones tecnológicas de prestar 
servicios de PCS y, eventualmente, de tercera generación. Esto es así porque aún no está definida la porción del espectro en la 
cual se van a prestar estos servicios de tercera generación. Sí se sabe que es en este rango, pero en este caso tiene mucha 
incidencia la frecuencia en sentido estricto. No es lo mismo 1890 que 1810 Mhz, porque tiene connotaciones tecnológicas. 


Reitero que ANTEL tiene ancho de banda suficiente para desarrollar estos servicios. 


SEÑOR GARGANO.- Quisiera hacer algunas otras consultas, a fin de saber un poco más acerca de las características de las 
bases licitatorias sobre las cuales está trabajando la URSEC. 


Me interesaría saber -porque al principio se mencionó parte de lo que voy a preguntar- cuál es el funcionamiento dentro del 
espectro. No se vende, sino que se concesiona o se otorga una licencia. Entonces, me importaría conocer si esa licencia está 
ajustada a un tiempo determinado, es decir, si se da por 5, 10, 15 ó 20 años. 


Lo otro es si, en función del valor que tienen las concesiones -por lo menos en función de lo que conocemos a nivel internacional 
como, por ejemplo, las licitaciones que se han realizado en Inglaterra, en Alemania y en la propia España- el concesionario estaría 
autorizado, a su vez -supongo yo- a enajenarlas o no puede hacerlo. Este tema es muy importante porque se puede convertir en un 
negocio que progrese geométricamente en volumen, en cantidad y en costos. Suponemos, por lo que vemos a nivel internacional, 
que la magnitud de dinero que mueve el negocio es porque el beneficio también debe ser muy importante. 


SEÑOR PEREZ TABO.- En lo que tiene que ver con el plazo, la Ley de Presupuesto establece que cuando se otorguen licencias 
sobre la base de procedimientos competitivos, como por ejemplo la subasta, se haga en función de determinado plazo. Entonces sí 


estamos pensando en que la licencia de uso tenga un plazo. No está definida su duración, pero insisto en que la respuesta 
concreta es que sí estamos pensando en un plazo. ¿Cuál será? No estamos en condiciones de afirmarlo en este momento. 


Con respecto al valor de esa franja del espectro, hay para todos los gustos. Pienso que no estamos en condiciones de determinar 
cuál puede llegar a ser el resultado de la subasta. Siempre se manejan como ejemplos Gran Bretaña y Alemania, que pagaron 
promedialmente U$S 400 por habitante; sin embargo, hubo subastas posteriores, como por ejemplo la de Suiza, cuyo resultado fue 
de aproximadamente U$S 14 por habitante y la de San Pablo, que hizo una no hace mucho tiempo, fue de U$S 16, 
respectivamente. Eso demuestra la incertidumbre que existe, si se quiere, con relación al resultado mismo. Quizá el mercado se 
haya dado cuenta de que lo que se pagó en Gran Bretaña o en Alemania fueron cifras que luego el propio negocio no va a devolver 
o, de pronto, se subestimó el valor que ese mismo negocio tuvo o puede tener en Suiza o en Brasil. Menciono este ejemplo porque 
siempre se maneja en hipótesis de máxima, pero también las hay de mínima, y es una más afín a nosotros, dado que está en 
nuestra propia región. 


SEÑOR RUBIO.- Dado que hice más de una pregunta y no sé si se registró, quisiera insistir en qué podría suceder con la empresa 
MOVICOM. Me refiero a si estaríamos ante tres operadores o, en realidad, podría haber dos, es decir, el público y el privado actual. 


SEÑOR PEREZ TABO.- En este momento, MOVICOM opera 5 Mhz en la banda de 1900. Nada impide que pueda participar de la 
subasta porque quizá tenga necesidad de contar con mayor espectro que el actual. No existe ninguna inhibición en el sentido de 
que AVIATAR o MOVICOM participen del proceso de subasta. 


SEÑOR GARGANO..- Deseo reafirmar un concepto que se expresó. 


Ante la pregunta que formulé anteriormente respecto a que ANTEL o ANCEL tuvieran que comparecer a la licitación, creí entender - 
pido que se reitere si lo entendí bien o, en su defecto, me rectifiquen- que con lo que ambos disponen actualmente el Organismo 
puede operar en los sistemas de tercera generación. Entonces, no tendría que comparecer a una licitación para que la URSEC le 
otorgara una banda. 


SEÑOR RUBIO.- A modo de complemento de la pregunta del señor Senador Gargano, quiero hacer el siguiente planteo a efectos 
de ver si entiendo el problema jurídico. 


¿Cuál es la situación de MOVICOM? Hago la pregunta, porque creí haber entendido que era algo así como arrendataria de ANTEL. 
Entonces, esos 5 Mhz dentro de esa parte del espectro, ¿en qué calidad los tendría? Digo esto porque no se trata de que se haya 
presentado a una licitación como la que se está planeando. Por tanto, me gustaría identificar cuál es el punto de partida y el marco 
jurídico en el que estaría la parte que ya cuenta con la autorización correspondiente. 


SEÑOR PEREZ TABO.- Se trata de dos o tres preguntas que trataré de responder en su totalidad. 


En lo que tiene que ver con ANTEL concretamente, no está planteado que el Organismo participe de la subasta. Además, ANTEL 
dispone de espectro radioeléctrico para prestar servicios de PCS y, eventualmente, de tercera generación. Digo "eventualmente" 
porque no está tecnológicamente definido el lugar exacto en donde se va a desarrollar la telefonía de tercera generación. 


Con respecto a MOVICOM, debo decir que está vinculado a ANTEL mediante un contrato de arrendamiento. Si bien la naturaleza 
jurídica de la relación es la que surge de su relación contractual, la porción de espectro que utiliza en la banda de 1900 Mhz es 
precisamente sobre la base de ese vínculo y a una resolución del Directorio de ANTEL. 


SEÑOR RUBIO.- Supongo que al modificarse el marco jurídico de regulación esto se altera porque, entonces, ANTEL es, por un 
lado, una operadora pública en un sistema de regulación global en un nuevo marco que, a su vez, da una concesión de 
arrendamiento obtenida con anterioridad a este marco jurídico. Me da la impresión de que aquí debe haber algún ajuste. 


SEÑOR PEREZ TABO.- Quizá no entienda la pregunta concreta, pero no sé cuál va a ser el resultado, en función de una nueva 
situación jurídica, de las eventuales conversaciones que pueda tener ANTEL con MOVICOM. Uno de los supuestos puede ser, por 
ejemplo, que MOVICOM le devuelva a ANTEL esos 5 Megas que tiene y acceda a Megas propios a través del proceso de subasta. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quisiera ubicarme en el contexto de las normas que estamos tratando. Tengo la impresión de que la 
subasta de las bandas nació y se programó por el Gobierno mucho antes de que nacieran estos artículos. Es más, tengo la 
impresión de que, incluso, habían sido adjudicadas para transmisión de datos en forma no contestada. 


Pienso que el tema que estamos tratando es sumamente relevante, pero creo que hay que aclarar que el de las bandas viene de 
bastante antes de la creación de los artículos. Considero que la realidad indica que fue en forma no contestada ni política ni 
jurídicamente -le pregunto porque quien nos acompaña hoy antes era Director de Comunicaciones- y tengo la impresión de que 
hubo adjudicaciones que luego el Poder Ejecutivo revocó de transmisión de datos en estos espectros y que el planteo nació antes 
de la creación de los artículos 613 y 612. ¿Esto es así? 


Esta sería la primera pregunta que tengo para formular, a efectos de enmarcar el tema y para ponerlo en contexto respecto de las 
normas sobre las que estamos trabajando. Sin embargo, aclaro que no le quito relevancia a lo que estamos discutiendo que, sin 
duda, es muy importante. 


SEÑOR PEREZ TABO..- Lo que el señor Senador Atchugarry plantea es correcto. La determinación del Poder Ejecutivo de llamar a 
una subasta no sólo es anterior a la creación de los artículos 612 y 613 sino anterior a la creación misma de la Unidad Reguladora. 
También es verdad que cuando ocupábamos la Dirección Nacional de Comunicaciones se habían adjudicado autorizaciones para 
transmitir datos, concretamente en la banda de 1900, las que fueron revocadas a los efectos de limpiar la banda y encaminar el 
proceso de subasta. 


SEÑOR HEBER.- Quisiera poder entenderme con el señor Presidente de la Unidad Reguladora. Estoy de acuerdo en cuanto a lo 
que hace referencia el señor Senador Atchugarry en lo que tiene que ver con la posición del Gobierno de dejar sin efecto las 
adjudicaciones anteriores. Me parece que ese fue un planteo, incluso a nivel de Comisión, de nuestro partido en cuanto al tema de 
las adjudicaciones, y comparto la decisión del Gobierno. 


MOVICOM tiene una relación de arrendamiento con ANTEL en la banda de 800 y sin perjuicio de haber dejado sin efecto la 
adjudicación de la banda de 1900, se le ha otorgado a MOVICOM hoy la posibilidad de tener servicios en esa frecuencia. ¿Esto es 
correcto? Me dicen que se trata de 5 Mhz. 


No entiendo el porqué de esta situación. ¿Por qué se le entregó a MOVICOM, que tenía una situación de arrendamiento con 
ANTEL en una banda, la posibilidad de dar servicios en otra banda de 1900? ¿Se la dio ANTEL de su propia banda, según la 
información que tenemos? ¿Por qué? Es otra empresa. Y creo que es un error por parte del Directorio de ANTEL haber otorgado 5 
Mhz de su propia frecuencia a MOVICOM para que pueda dar servicios en este tipo de banda, antes de realizarse la subasta. De 
alguna manera la empresa está brindando hoy servicios que después se van a licitar por medio de una subasta. No entiendo por 
qué se da esto. Se me podrá decir que hay una situación de arrendamiento, pero es en otra banda y con otro tipo de servicios. 


¿Quiere decir que mañana, porque MOVICOM tiene una situación de arrendamiento con ANTEL en la banda de 800 y después se 
le dio 5 Mhz en la banda de 1900, también se le van a tener que otorgar las futuras bandas de licitación en la tercera generación? 
Este sería el privilegio de los privilegios: si una empresa privada que tiene una situación de arrendamiento con ANTEL tiene 
derecho a una parte de Mhz de todas las bandas futuras que puedan existir. No me parece justo. 


Otro tema tiene que ver con la subasta. Si vamos a ir a una subasta a dar frecuencias, entonces, no sé por qué descartamos la 
posibilidad de tener un oferente más, porque si le damos frecuencias o Mhz -no me manejo muy bien con la terminología- a 
MOVICOM, éste no va a hacer uno de los que puje a la hora de buscar tener mayor nivel. Usted me dice que puede tener porque, 
quizás, precise más Mhz. Pero puede o no puede. Quizá, le alcance con los 5 Mhz y se quede quieto, y el Gobierno y el Estado se 
perderían de un oferente privado en esta subasta que, además, está obligado, porque como tiene servicios, quiere 
complementarlos en función de los nuevos servicios que puede brindar. 


Entonces, si la decisión del Gobierno es que porque tiene una situación de arrendamiento, le tiene que dar otra, ¿cuándo se le 
pone punto final a MOVICOM? Estoy en desacuerdo con que se le haya dado la banda de 1900; creo que el Gobierno tendría que 
haber esperado a hacer la subasta y que MOVICOM ofreciera como los demás interesados. ¿Por qué? Porque al Estado le sirve 
que haya más interesados en subastar una o dos frecuencias. Esta es la pregunta a que, me parece, apuntaba el señor Senador 
Rubio y me gustaría saber cuál es la posición del Gobierno en esta materia. ¿Por el hecho de que ya se le dio, se le va a seguir 
dando? ¿No vamos a tener la posibilidad de decir que en función de estos Mhz que ANTEL le ha dado gratuitamente -no creo que 
haya pagado nada-... 


SEÑOR ATCHUGARRY.- No, señor Senador, paga un arrendamiento a ANTEL. 


SEÑOR HEBER.- Bueno, entonces mejor. Pero, ¿por qué ANTEL no recupera esos 5 Mhz así lo dejamos que sea un oferente más 
en la subasta? ¿Por qué darle gratuitamente ese derecho a MOVICOM y una ventaja comparativa con respecto a otras empresas 
que se quieren instalar para brindar ese servicio? 


SEÑOR PEREZ TABO.- Lo lamento, pero creo que nosotros no estamos en condiciones de contestar esa pregunta. En realidad, 
habría que formulársela a ANTEL porque nosotros no tenemos arte ni parte en lo que tiene que ver con el contrato de 
arrendamiento que vincula a MOVICOM con ANTEL. 


SEÑOR GALLINAL.- Mi intención es tratar de profundizar un poco más sobre el tema que planteó el señor Senador Rubio y que 
ahora menciona el señor Senador Heber, a los efectos de aclarar los términos. 


En el Uruguay se hizo, en su momento, una licitación para la adjudicación de las frecuencias en las que opera la telefonía celular, 
en lo que se conoce como las Bandas A y B. Hoy la Banda A está operada por ANTEL y la B, por MOVICOM. Esta empresa ganó 
esa licitación. Posteriormente, se llega a un acuerdo entre el Gobierno y MOVICOM y, dado que no existían posibilidades jurídicas 
de abrir el mercado de la telefonía celular, porque se entendía que estaba en régimen de exclusividad por parte de ANTEL- se 
celebra un contrato de arrendamiento, en el que el arrendatario es ANTEL, que arrienda a MOVICOM toda la infraestructura que 
instale en el país para la prestación del servicio de telefonía celular. La licitación que había ganado MOVICOM era para ocupar un 
espacio en la frecuencia de 800 Mhz, y es ahí que se prestó el servicio de telefonía celular hasta que apareciera la posibilidad de 
su digitalización. Entonces, se empiezan a prestar servicios en la frecuencia de 1900 Mhz, pero como el único que puede operar en 
esa banda es ANTEL, el Ente decide ceder a MOVICOM una parte de su frecuencia -que era de 50 Mhz- para que también ingrese 
en la era digital de la telefonía celular. Entre otras cosas, lo hace -aclaro que participé de esa decisión- porque para ANTEL era muy 
buen negocio. En realidad, MOVICOM, en buena parte, durante muchos años fue ANTEL, porque en la medida en que aumentaba 
la recaudación MOVICOM, crecían los ingresos del Ente, como consecuencia del contrato que mencioné. Eso estaba bien mientras 
no se abriera el mercado a la participación de otras empresas. Ahora se decide abrir el mercado y por eso formuló la pregunta el 
señor Senador Heber. En estas condiciones, me pregunto si se trata de que lleguemos, dentro de lo posible, a un régimen de libre 
competencia, en el que todos los participantes estén en igualdad de condiciones y no se privilegie a ninguno, ni siquiera a la propia 
ANTEL a la que sólo se la va a privilegiar en el sentido de que no se la obliga -según lo que ha trascendido a través de la prensa- a 
participar en la licitación. 


Parece lógico que el Estado se reserve una parte del espectro a través de esta frecuencia, porque ya tiene la de 1900, la de 2100 y 
las que, en todo caso, puedan venir en el futuro, y para que económicamente eso no genere una desigualdad, le dice a ANTEL que 
no participe en el remate. En todo caso, para que no haya desigualdades, le dice que pague el precio de la subasta, porque, de otra 
forma, se estaría favoreciendo o subsidiando al Ente. Entonces, si se remata en 300, el Estado le exige a ANTEL que pague esa 
suma y así sigue manteniendo el espacio que tiene. No sé si esto es así. Si lo fuera, no me parece mal. 


Ahora bien; el señor Senador Heber preguntaba si ese mismo régimen que se va a establecer a ANTEL o a ANCEL -parece lógico 
porque se trata del Estado- de exigirle que no participe en la subasta porque tiene garantizado un espacio en la frecuencia, se le va 
a aplicar a otros, ya no estatales, sino particulares. Esa es la pregunta que todos nos formulamos. 


Leyendo la Ley de Presupuesto, tengo la impresión -por eso pedí la palabra- de que la única autoridad que está en condiciones de 
decidir esto es URSEC; no creo que haya ninguna otra. No puede ser ANTEL, porque en ese caso tendríamos que derogar la 
URSEC. Si es ANTEL la que va a decidir cómo se regula el mercado, entonces no tendría sentido que existiera URSEC. 


En segundo lugar, desde el punto de vista económico, creo que ante una subasta de estas condiciones, uno puede preguntarse 
quién es el principal interesado en todo el Uruguay para participar en ella: sin duda, lo es quien está prestando el servicio y ya tiene 
instalada su infraestructura, y porque si no se tiene que ir. En esta puja estamos garantizando -que es lo que se desea; muchas 
veces hemos discutido en cuánto se va a rematar el espacio- la realización de una subasta pública, libre, en igualdad de 
condiciones. Nosotros nos planteamos que es deseable que venga la mayor cantidad de postores posible porque eso aumenta el 
precio. Si descartamos de plano al principal interesado, obviamente, vamos a tener un precio inferior. 


Seguramente este tema deberá ser analizado por la URSEC y no creo que nuestros visitantes estén obligados a dar una respuesta 
en este momento. Sin embargo, me parece claro que quien va a resolver cuáles serán las condiciones de la subasta será la 
URSEC. 


En definitiva, esta cuestión se relaciona con lo que planteaba el señor Senador Gargano, que también merece una respuesta: quien 
gane mañana la licitación, ¿podrá vender, transferir o ceder el permiso? Supongo que el pliego de condiciones establecerá esas 
bases. Podrá ser un "holding", una "joint venture" o podrá asociarse, pero deberá ser bajo ciertas condicionantes, porque no 
cualquiera podrá participar en la licitación. Ahí también deberán aplicarse determinados criterios porque, por ejemplo, una empresa 
telefónica que esté actualmente en quiebra y que no reúna las garantías suficientes no podrá participar. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quiero hacer dos o tres puntualizaciones. 


En primer lugar, lo que percibo es que la Unidad es de reciente creación y nos ha explicado claramente que todavía está 
analizando el pliego de condiciones. 


En segundo término, la presentación efectuada por la mayoría de los señores Senadores preopinantes refiere a cómo se va a 
armar esto y de la propia respuesta de URSEC como de la intervención del señor Senador Gallinal, ha quedado claro que ANTEL 
siempre podrá desarrollar su trabajo reservándose sectores del espectro. En este punto pediría una respuesta clara. 


SEÑOR PEREZ TABO.- Es así, señor Senador. 
SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que valía la pena aclarar este aspecto a los efectos de las leyes que estamos tratando. 


Los otros aspectos también son relevantes. Pero sobre lo que ha manifestado la Unidad, pienso que hoy no estamos en 
condiciones de tomar una decisión; sin embargo, todo lo que se ha dicho colabora para que cuando esté pronto el pliego, no sólo 
se le informe al público, sino que se le comunique a las Comisiones correspondientes. De esa manera se podrá explicar cuáles son 
los objetivos: si compite o no. 


Por lo tanto, mi pregunta concreta es respecto de los artículos de esta Ley de Presupuesto que no están cuestionados y que 
señalan las funciones de la URSEC. Solicitaría al doctor Pérez Tabó que nos refiriera cuál es el papel de la Unidad en el mercado 
de las comunicaciones, qué marca y cuáles son los alcances, que es en definitiva lo que estamos tratando de ver si es compatible 
con estos artículos. 


SEÑOR PEREZ TABO.- En lo que tiene que ver con la competencia concreta de la Unidad, debo decir que le corresponde la 
regulación del mercado de las comunicaciones, tanto telecomunicaciones como comunicaciones postales. El objetivo de la creación 
de esta Unidad fue separar claramente la función regulatoria de la función de operador. Para decirlo de manera más transparente 
aún: ANTEL no tiene ninguna facultad regulatoria en el mercado de la telefonía de las telecomunicaciones; la tiene esta Unidad. 


¿Cuál va a ser ese mercado y qué objetivo tendrá la regulación? El objetivo de la regulación va a ser el que está establecido en las 
normas que la crean, esto es, el fomento de la competencia en condiciones de igualdad de los operadores, aspecto que resalto; el 
fomento de la inversión en sus niveles óptimos, como lo estipula textualmente la ley y, en definitiva -pensamos que este es el fin 
último- la protección del usuario, es decir, del consumidor. En última instancia, de lo que se trata es de que el sistema determine la 
prestación de servicios de telecomunicaciones y comunicaciones postales con mejor calidad, mayor eficiencia y mejores precios 
para el ciudadano, que es a quien tienen que estar dirigidos nuestros esfuerzos. Esa es concretamente nuestra función. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- A efectos de que quede claro, quiero plantear lo siguiente. ¿Las bandas, o sea, el espacio radioeléctrico 
son propiedad del Estado Central conforme a los acuerdos internacionales y a la normativa de ahora y de siempre? 


SEÑOR PEREZ TABO.- Sí, señor Senador. 


SEÑOR BRAUSE.- Señor Presidente: sobre la respuesta final del señor Presidente de la URSEC, quisiera señalar que el espectro 
nacional pertenece al patrimonio nacional y es la consecuencia de una distribución que se hace a nivel internacional por 
Organismos especialistas en el tema. Por consiguiente, cuando ese espectro se le otorga a particulares, se les autoriza el derecho 
de uso para ellos en especial. En el pasado, naturalmente, esto se hacía a cambio de un canon y, en el futuro, se piensa realizar, 
en el caso particular, a través de una subasta en la cual quien oferte más será quien obtenga los derechos. 


A propósito de esto quisiera saber qué sucede si en el día de mañana el particular desea ceder esos derechos a un tercero. 
Seguramente lo podrá hacer en la medida en que el titular de ese patrimonio autorice la cesión. Esta es una de mis interrogantes; 
supongo que desde el punto de vista jurídico y de los antecedentes, tiene una respuesta afirmativa y que esto debería figurar en el 
pliego de condiciones que se está elaborando. Por lo tanto, agradecería al señor Presidente que dejara asentada en la versión 
taquigráfica la respuesta que está dando a través de sus gestos. 


La segunda interrogante que deseo plantear está relacionada con los tiempos en que se proyecta llevar a cabo la subasta 
mencionada. Si bien internacionalmente está distribuido el espectro y sabemos lo que le corresponde al país, esta distribución que 
aparentemente es estática, de alguna manera, está siendo agredida por la dinámica de las nuevas tecnologías. Supongo -esta es 
también una pregunta- que a través de esto los espectros nacionales pueden ser invadidos por terceros y, por tanto, de algún modo 
puede ser lesionada la soberanía nacional y el derecho que tendrían quienes pueden hacer uso en Uruguay de estas bandas. 


En definitiva, estas son las preguntas que quiero dejar formuladas. En una palabra, cuándo se va a llevar a cabo la subasta y si 
puede ser afectado el espectro nacional y los derechos del país por las nuevas tecnologías. 


SEÑOR PEREZ TABO..- En lo que tiene que ver con los tiempos, de acuerdo al cronograma que nos hemos pautado, la confección 
del pliego estimamos que va a insumir unos sesenta días, llegando a fines de setiembre. Asimismo, la promoción de la subasta y la 
culminación del proceso preparatorio, o sea su inicio, está previsto para mediados del mes de noviembre. 


Respecto al eventual desapoderamiento del espectro radioeléctrico nacional, la respuesta es negativa. La administración o división 
de dicho espectro se rige por normas internacionales, ya sea a través de la Unión Internacional de Telecomunicaciones, como de la 
Comisión Interamericana de Telecomunicaciones de la OEA, que garantiza a los Estados la disponibilidad del espectro que les 
corresponde, dicho entre comillas. Si bien los tiempos que estábamos manejando son relativamente cortos, en definitiva, nada hace 
pensar -y no puede ser así- que en función de ese lapso se pueda ver perjudicado el Estado por la eventual invasión -utilizando los 
mismos términos del señor Senador Brause- en lo que tiene que ver con el uso del espectro radioeléctrico nacional. 


En cuanto a la eventual cesión de las licencias de uso, evidentemente todas las cuestiones relativas a esta materia van a ser objeto 
de tratamiento específico y especial en el pliego de condiciones. Todos debemos tener las reglas de juego claras a priori en cuanto 
a cuáles van a ser las normas que se van a aplicar, no sólo en el proceso de subasta en sí mismo, sino en el desarrollo de la 
operación que el eventual adjudicatario va a llevar a cabo. De la misma manera -no sé quién de los señores Senadores hizo 
referencia a este punto- también está previsto establecer algunos parámetros de lo que podríamos llamar una especie de 
precalificación previa, a los efectos de determinar la calidad o tipo de oferentes en los cuales estamos pensando. Sin ninguna duda, 
todo eso va a estar contenido en el pliego respectivo que, reitero, pensamos tener prácticamente definido en el mes de setiembre. 


SEÑOR BRAUSE.- En el caso de la cesión de los derechos del adjudicatario a un tercero, supongo que ello requerirá naturalmente 
la autorización de la autoridad concedente. ¿Esto también va a estar previsto en el pliego? 


SEÑOR PEREZ TABO.- Sin duda, no sólo va a requerir la autorización del Organismo regulador, sino que además va a estar 
condicionada a la aportación de elementos de garantía suficientes, tal como sucede con cualquier contrato de cesión. Estoy 
pensando en voz alta. 


SEÑOR RUBIO.- Entiendo que eso también comprende al operador público en cuanto a la posibilidad de hacer esas concesiones a 
terceros. ¿Es así? 


SEÑOR PEREZ TABO..- En principio, no hay ninguna restricción. De todos modos, el señor economista Bergara me acota que este 
aspecto merece una aclaración. Esto es así en la medida en que todo ese juego -por llamarlo de alguna manera- de cesiones o de 
traspasos no signifique transformar el mercado en uno no competitivo a la luz de la violación de los eventuales topes que se 
piensan disponer en cuanto a tenencia de espectro. Si bien todo eso va a estar pautado, lo que siempre se mantiene como objetivo 
primario es, precisamente, el mantenimiento de un régimen de competencia en base a la igualdad. 


SEÑOR MICHELINI.- En función de todo esto, ¿cuántas bandas están pensando subastar? 


SEÑOR PEREZ TABO.- Más que bandas, estamos pensando subastar licencias concretas. Se plantea conformar lotes y en función 
de ellos establecer cuáles son los máximos de ancho de banda que se puede disponer. No obstante, no existe una posición 
definitiva sobre el tema. 


SEÑOR MICHELINI.- Teniendo como objetivo beneficiar a los usuarios y tomando en cuenta las últimas expresiones del señor 
Director de la URSEC, con respecto a que no se pervierta el mercado y esté en competencia, ¿qué cantidad mínima de operadores 
debería haber en el espectro? 


SEÑOR BERGARA.- La cantidad de operadores que habrá en el mercado no estará fijada por un número predeterminado de 
licencias que se fijen en el diseño de la subasta. En lo que tiene que ver con la subasta, su diseño estará pensado para que 
participe la mayor cantidad posible de operadores porque, si el objetivo es básicamente el bienestar de los ciudadanos, partimos de 
la base de que, en la medida en que hayan más alternativas de servicio para los usuarios, será más beneficioso para ellos. Esto es 
en lo que tiene que ver con la oferta de licencias. 


Por otro lado, todos somos conscientes de las dimensiones del mercado uruguayo. Tampoco sería pensable que haya una infinidad 
de operadores para un mercado de 3:300.000 personas. De manera que serán los propios operadores, a priori, que evaluarán su 
interés y capacidad de competencia en un mercado como el uruguayo. En principio, la idea es diseñar el pliego de condiciones de 
la subasta para que la mayor cantidad posible de operadores venga a ofrecer alternativas de servicio. De los propios parámetros de 
esa subasta, que el señor Pérez Tabó mencionaba en cuanto a ciertos mínimos y máximos de anchos de banda que cada operador 
podrá utilizar, surgirá endógenamente, en el propio proceso de la subasta, el número de operadores que intervendrán luego en el 
mercado. Esa es la intención. Después, las dimensiones del mercado marcarán los límites de la demanda. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que es importante disipar algunas dudas que puedan haber quedado con respecto a las 
asociaciones. 


Con respecto a las licencias que se otorguen como producto de la subasta, se ha dicho que, eventualmente, se podrán ceder, o 
que quien logre la adjudicación también puede asociarse. En ese caso, existe una legislación vigente que la va a controlar; 
además, supongo que habrá normas dictadas por la propia URSEC que se referirán a lo que es su máxima competencia: regular el 
mercado, evitar subsidios cruzados y oligopolios que se puedan conformar. Me parece que esto está muy claro y rige, incluso, para 
ANTEL. 


Pienso que esto no tiene nada que ver con la capacidad que tenga ANTEL o ANCEL para asociarse en el futuro. No será la URSEC 
la que lo va a decidir. Justamente, a eso apunta el proyecto que presentó el señor Senador Michelini, en donde se establece que 
cuando se quiera producir una asociación de ese tipo, se requerirá una ley que regule el tema. Pero no va a quedar en manos de 
dicha Unidad, porque no parece lógico ni conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, contador 
Davrieux y de los señores integrantes de la URSEC, quienes han vertido opiniones muy interesantes sobre este tema. 
Seguramente, si la Comisión lo estima conveniente, nos pondremos en contacto nuevamente. 


(Se retiran de Sala el contador Davrieux y los integrantes de la URSEC) 


La Mesa desea informar que ha sido incorporado a la Comisión un proyecto de ley presentado por los señores Senadores 
Abelenda, Arismendi, Cid, Couriel, Gargano, Korzeniak, Mujica, Nin Novoa, Núñez, Rubio, Segovia y Xavier, sobre Sociedades 
Comerciales, relacionado con el tema de que las entidades estatales sean tenedoras de acciones o titulares de participaciones. 
Deseo aclarar que en la sesión anterior se solicitó que este proyecto de ley se incluyera en el orden del día de la sesión. 


Asimismo, ha llegado a la Mesa una solicitud de audiencia de una organización denominada Causa Común, relacionada con 
derechos ciudadanos y consumidores, que está firmada por la señora Estela Casulo y el contador Gabriel Barandiarán. Desde ya 
adelanto a los señores Senadores que les vamos a entregar fotocopia de esta nota. 


Además, tenemos una comunicación de SUTEL, que ya ha sido repartida. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de la discusión y posterior decisión acerca de recibir en el día de hoy a la Unidad 
Reguladora -cosa que ocurrió- volví a insistir en que había dos propuestas sobre los artículos 612 y 613 y que debíamos tomar una 
resolución al respecto. Una de las propuestas fue presentada por el Frente Amplio y tenía que ver con la derogación de ambos 
artículos -en lo personal, no tenía ningún inconveniente en que se pasara a votar en ese momento- y otra fue planteada por mi 
sector y firmada por mí. Suponía la realidad política de encontrar una mayoría importante para, en lo sustancial, dejar de lado los 
aspectos vinculados a la telefonía celular habilitados por esas normas -lo cual generó una serie de planteamientos políticos- puesto 
que en ese sentido el tema había vuelto a fojas cero. 


Entonces, vistas las mayorías parlamentarias y en función de que la propuesta de derogación de los artículos 612 y 613 no sería 
acompañada, según me han expresado algunos integrantes de otros partidos, voy a seguir insistiendo en el proyecto que hemos 
presentado, que creo puede contar con el apoyo suficiente para que ya se tome una decisión. 


Deseo informar que el señor Senador Gallinal me hizo algunas apreciaciones sobre nuestro proyecto a partir de la comparecencia 
de SUTEL, por lo que habría dos correcciones para hacer que luego podemos hacer llegar por escrito. Pido al señor Senador 
Gallinal que si me estoy olvidando de algo, me corrija. Concretamente, el artículo quedaría redactado de la siguiente manera: "La 
admisión de capitales privados o la venta de acciones en la prestación del servicio de telefonía celular terrestre o la trasmisión 
electrónica de datos de la Administración Nacional de Telecomunicaciones, ANTEL, conforme a los artículos 612 y 613 de la Ley N* 
17.296, de 21 de febrero de 2001, requerirá autorización previa del Poder Legislativo mediante ley dictada al efecto conforme a lo 
dispuesto en el artículo 188 de la Constitución de la República". 


Lo que haría esto es dar a la ley una potestad más amplia que la incluida en las disposiciones de los artículos 612 y 613 de la Ley 
de Presupuesto. O sea que, llegado el caso y en función de lo que establece el artículo 188 de la Constitución, el Poder Legislativo 
recobraría potestades que hoy tiene ANTEL, en este caso en particular, para la telefonía celular, y también si se incorporara la 
trasmisión electrónica de datos. 


Por supuesto que la Comisión es soberana, no obstante lo cual voy a seguir insistiendo en esto porque parece lógico abrir opinión 
en un tema en el que todos tenemos posición y, por lo tanto, elevar algo a la Cámara de Senadores, porque si no hay acuerdo 
político y no se piensa hacer nada, sería bueno que cada partido político hiciera conocer sus opiniones a través de otros 
mecanismos que se ha dado nuestra sociedad. Si se aprobara alguno de los proyectos posibles, esto estaría dirimido por la vía 
legislativa; pero si no se aprueba nada, quien está trasladando el tema a la ciudadanía, tiene todo el derecho de seguir empujando 
ese instrumento. 


En fin, con las modificaciones del caso y sabiendo que el proyecto que hemos presentado es el que puede reunir, no digo la 
unanimidad del Senado, pero sí las mayorías que corresponden, vamos a insistir en que en el día de hoy, o a más tardar en la 
próxima sesión, se vote. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En principio, nosotros estamos en la línea de acompañar el proyecto presentado por el señor Senador 
Michelini -tampoco vemos inconvenientes en hacerlo- porque no compartimos la tesis de la derogación. 


En todo caso, nos parece que en lugar de pronunciarnos hoy, lo mejor sería hacerlo la semana que viene, a los efectos de que 
todos podamos tener un espacio de reflexión. 


En consecuencia, propongo que se someta a consideración la semana que viene el proyecto presentado. Se ha señalado que 
nadie desea postergar la dilucidación del asunto porque, por las más diversas razones, todos coincidimos en darle un rápido 
tratamiento. De todos modos, insisto en la invitación o propuesta de considerarlo la semana próxima. 


SEÑORA ARISMENDI.- Como hemos manifestado en otras oportunidades -concretamente, lo hizo el señor Senador Gargano la 
semana pasada- estamos dispuestos a votar la derogación de los artículos 612 y 613. Quiero que esto quede claro, porque luego 
de la reunión del jueves pasado, distintos medios de prensa nos interrogaron acerca de la propuesta del señor Senador Gallinal y 
del señor Senador Michelini, tema sobre el cual, como todos saben, no teníamos conocimiento. 


Ahora bien, hoy el señor Senador Michelini da a conocer el texto y el señor Senador Atchugarry adelanta su posición, pero reitero 
que queríamos dejar claro esto porque luego surgen distintas interpretaciones. Por ejemplo, a veces el propio Presidente hace 
declaraciones que luego me ponen sobre la mesa para ver si, como Vicepresidenta, estoy de acuerdo en hacer el mismo resumen 
que él sobre lo ocurrido en la Comisión. 


Estamos de acuerdo en que se levante la sesión y sigamos trabajando la semana que viene, pero dejando sentado que al día de 
hoy seguimos sosteniendo nuestro proyecto de ley. 


SEÑOR MICHELINI.- Si se acepta la propuesta de resolver la semana que viene, pido a la Secretaría que se repartan las 
correcciones hechas al texto de nuestro proyecto de ley para que todos puedan contar con la versión modificada en función de 
sugerencias hechas por algunos señores Senadores. 


SEÑOR GARGANO.- Para dejar una constancia. 


Hizo muy bien el señor Senador Michelini en plantear la distribución del texto porque -lo afirmé la semana pasada- nuestra fuerza 
política, el Encuentro Progresista - Frente Amplio, como tal no ha entablado ninguna negociación sobre punto alguno, entre otras 
razones porque no se le ha planteado ninguna negociación. Hago este comentario porque la decisión política adoptada hasta ahora 
es la de la derogación de los dos artículos. 


Existe una resolución sobre el tema de las telecomunicaciones que dice que el Encuentro Progresista-Frente Amplio está abierto a 
hablar sobre los futuros emprendimientos en esta materia, donde la empresa estatal pudiera coparticipar con sectores de capital 
privado para nuevos cometidos, como se llama en este lenguaje técnico tan especial. Eso es lo que hasta ahora tenemos 
planteado. De modo que si hay alguna otra iniciativa de naturaleza distinta, la vamos a examinar y tomaremos posición al respecto. 


SEÑOR GALLINAL.- Vamos a ingresar al análisis de estos dos proyectos que tenemos a consideración, porque me parece que 
corresponde realizarlo en esta sesión a los efectos de ir preparando la información necesaria para que, eventualmente, en la 
próxima reunión podamos arribar a una decisión. A eso apuntamos; además, ha sido planteado por Legisladores de todos los 
sectores en la necesidad de obtener pronunciamientos de esta Comisión y luego del Parlamento. 


En el transcurso de estos últimos tiempos se ha intentado dar al tema de las telecomunicaciones un marco jurídico del que, 
lamentablemente, el Uruguay ha carecido por la situación en que estaba, ya que existía prácticamente un régimen de monopolio en 
manos del Organismo estatal en todo lo que son las telecomunicaciones. Hace prácticamente un año se ha planteado por parte del 
Gobierno la posibilidad -que se va a concretar de acuerdo con lo anunciado en el día de hoy- de subastas de espacios en las 
frecuencias para la prestación de servicios de telefonía celular en sus distintas formas de generación. 


A raíz de un planteamiento que en su momento hizo la bancada de Senadores del Partido Nacional en la Comisión de Defensa 
Nacional, se logró rever algunas decisiones adoptadas por el Ministerio de Defensa Nacional en su anterior administración, en la 
que se habían adjudicado espacios dentro de esa frecuencia. Eso significa destinar un recurso escaso muy importante a un servicio 
que no se consideraba necesario prestar en esa frecuencia. Quiere decir que para transmisión de datos se habían adjudicado 
espacios en la frecuencia de 1900 Mhz y, en realidad, hay otras para hacerlo. Eso se corrigió por parte del Poder Ejecutivo, lo que 
habilita la realización de la subasta. 


Luego, como complementación, en la Ley de Presupuesto Nacional, no solamente se aprueban los artículos 612 y 613 -que tienen 
un claro objetivo de fortalecer a la Administración Nacional de Telecomunicaciones para cuando, en el día de mañana, tenga que 
entrar en un régimen de franca competencia- sino también la creación de un Organismo regulador en materia de 
telecomunicaciones o de comunicaciones. A mi juicio, con lo que hoy nos expresaron en la Comisión, se ha demostrado la 
importancia y necesidad que tenía conformar un Organismo de estas características. 


Ahora se plantea la posibilidad, por un lado, de derogar los artículos 612 y 613 y, por otro, de agregar una exigencia más en 
cumplimiento de lo que disponen las normas de dichos artículos. 


Como consecuencia de ello, se ha iniciado una campaña de referéndum con el propósito de derogar esas disposiciones. Frente a 
eso, en la visión del Partido Nacional hay dos problemas importantes. El primero es que aquellos potenciales inversores que 
puedan venir al país a explotar algunos de esos servicios vean frenadas sus intenciones de hacerlo, en la medida en que están en 
cuestionamiento, precisamente, las normas legales que los habilita a hacerlo. Es el caso, por ejemplo, de la telefonía de larga 
distancia internacional, que trata el artículo 613, por el que se habilita expresamente la competencia a través de privados. Si 
mañana se derogara dicha norma y, por otro lado, se estuvieran adjudicando esos permisos, quedarían en una situación de vacío 
jurídico, que obviamente va a significar que, hasta tanto no haya una dilucidación de este tema, no se lleven adelante los 
procedimientos correspondientes hasta su finalización. De todos modos, en los últimos días se ha insistido en que se va a llevar 
adelante este mecanismo. 


En cuanto al segundo problema que plantea el recurso de referéndum, reitero lo que hemos dicho en varias oportunidades, en el 
sentido de que no hemos tomado posición sobre si esas normas son recurribles o no; por lo menos no lo hemos hecho en forma 
definitiva. Sin embargo, todos sabemos que hay quienes sostienen que las normas de carácter presupuestal no son susceptibles de 
recurso. Entonces, mañana nos veríamos enfrentados a un conflicto de intereses muy fuerte si, eventualmente, se consiguieran las 
firmas y la Corte Electoral dijera "No las cuento porque no es procedente el recurso". 


Creo que no solamente al Partido Nacional, al Nuevo Espacio y al Partido Colorado, sino que también al propio Encuentro 
Progresista, la posibilidad de precaver un conflicto de esta naturaleza lo mueve a una eventual negociación que hoy -como lo dijo el 
señor Senador Gargano- no está planteada, pero sí lo estuvo en marzo. En ese entonces, cuando redactamos junto con el señor 
Senador Michelini el artículo que forma parte del proyecto que se ha presentado, se le dio traslado al señor Senador Rubio. 
También el señor Senador Atchugarry participó de las negociaciones, pero luego se enfriaron por distintos motivos. Me parece que 
es muy importante tomar una resolución sobre este tema para precaver, precisamente, esos dos problemas que se han puesto de 
manifiesto. 


Por otra parte, cuando discutimos el Presupuesto Nacional señalamos que la facultad de ANCEL de asociarse en el día de mañana 
y de comercializar sus acciones es una etapa posterior en el tiempo del proceso que va a vivir la desregulación en materia de 
telefonía celular. En realidad, lo que pretendemos hacer es dar herramientas a ANCEL para que pueda competir cuando 
verdaderamente haya competencia aquí e ingresen importantes empresas a prestar ese servicio, porque hoy está en condiciones 
desventajosas. Por ejemplo, tendrá que moverse necesariamente en el rígido ámbito del Derecho Público, y como no tiene 
instrumentos para poder enfrentar empresas importantes que van a venir, planteamos esta alternativa. 


Ahora estamos de acuerdo con el señor Senador Michelini en que si esa es una etapa posterior en el tiempo, le demos ingreso al 
proyecto de ley que establezca que el día que ANTEL o ANCEL se quieran asociar, comercializar parte de sus acciones o cualquier 
otro tipo de vinculación que, con capitales privados, pueda sostener en el futuro, se dicte una ley que otorgue esa facultad y que a 
su vez, aunque sea en forma genérica, fije las condiciones en que esa asociación puede llevarse a la práctica. 


Creo que eso destraba enormemente el problema porque no hay ninguna posibilidad de asociación o de comercialización de 
acciones, que es lo que allí se propone, y menos -aunque nunca estuvo presente ni se pretendió- la venta de ANTEL, como luce en 
muchas de las propagandas que se realizan para convocar a la gente a firmar a favor del referéndum. 


SEÑOR GARGANO..- Es una opinión. 


SEÑOR GALLINAL.- He visto muchas paredes y volantes que lucen: "Contra la venta de ANTEL firme el referéndum". No 
queremos vender ANTEL. Si acaso se interpreta que queremos hacerlo, estamos dispuestos a obligarnos a través de una ley que 
exprese que si algún día dicha venta es necesaria -y creo que va a serlo y que un día va a venir la propia ANTEL a decirnos: 
"Necesitamos desesperadamente asociarnos para potencializar nuestra capacidad de inversión y tener otros instrumentos que nos 
permitan competir con lo que ya se ha instalado en el mercado"- el Parlamento Nacional, con la participación de todos los sectores 
políticos, discutirá sobre la necesidad, conveniencia y oportunidad de dar instrumentos de asociación a ANTEL o a ANCEL y 
definirá con la voz y la participación de todos. Por eso adelanto una opinión favorable al proyecto de ley presentado por el señor 
Senador Michelini, con las modificaciones correspondientes. Quizá pueda ocurrir alguna alteración de menor cuantía y adelanto 
que no me parece que ayudemos al desarrollo de las telecomunicaciones y, particularmente, a nuestra empresa estatal derogando 
los artículos 612 y 613. Por tal razón, no voy a acompañar con mi voto esa derogación. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que las palabras del señor Senador Gargano son muy importantes y luego de repartir el proyecto de ley, 
vamos a tomar contacto con todos los representantes de los partidos para ver si podemos llegar a elaborar un texto final. Lo más 
importante es cuando dice que en nuevos emprendimientos su fuerza política estará de acuerdo en realizar asociaciones con 
empresas privadas, porque en cierta medida reafirma lo que estamos planteando en este proyecto de ley. 


ANTEL tiene el 65% de sus recaudaciones en telefonía básica y otro 35% corresponde a la telefonía celular y a la transmisión 
electrónica de datos. Esto lo hace en competencia con privados, en el caso de la telefonía celular, con oferentes como MOVICOM 
y, si se licitan bandas, con operadores futuros. En el caso de la transmisión electrónica de datos, la competencia es con más 
Operadores aunque el 80% del mercado lo tiene ANTEL. Lo que pretende el proyecto de ley que hemos presentado es que en esas 
dos áreas que ANTEL las hace en competencia, son reales y donde es un operador preponderante no haya admisión de capitales o 
ventas de acciones sin autorización parlamentaria nueva, con lo cual estaríamos yendo a la instancia de antes del Presupuesto. 


Si vinieran otras instancias alternativas de negocios -en este momento no se vislumbran, pero reconozcamos que el mercado es 
muy dinámico- deberíamos discutir la propia potestad que tiene ANTEL para ello. En alguna oportunidad estuvimos conversando 
con el sindicato que, si en determinado momento ANTEL quisiera transmitir televisión por cable, como eso no se puede hacer si no 
hay alguien que tenga en sus archivos películas, etcétera, debería asociarse y creo que en este caso estaríamos todos abiertos a 
encontrar el marco legal correspondiente. 


Por lo tanto, repito, vamos a transmitir las nuevas correcciones al texto del proyecto de ley y vamos a tomar contacto con los 
señores Senadores Gargano, Gallinal y Atchugarry a efectos de tratar de encontrar un punto común y llegar a un texto que pueda 
votarse a la brevedad por todos los partidos políticos en el Parlamento. 


SEÑOR COURIEL..- En primer lugar, creo que está bien que se resuelva el tema cuanto antes, porque eso beneficia al país. 


En segundo término, hay una historia de la forma en que se aprobaron los artículos 612 y 613 de la Ley de Presupuesto. Nosotros 
pensamos que son dos artículos que poco tenían que ver con el Presupuesto, que tuvieron un bajo nivel de discusión y de trabajo 
en las Comisiones correspondientes. Esto nos llevó a iniciar un proceso de referéndum contra dichos artículos y, como bien decían 
la señora Senadora Arismendi y el señor Senador Gargano, nuestra posición es la de derogarlos. ¿Para qué? ¿Para volver a la 
situación anterior al Presupuesto? No; para trabajar con la tranquilidad correspondiente y ver si encontramos una nueva salida. 


Fuera del tema de la telefonía básica, el Frente Amplio ha tomado posición y, en primer lugar, acepta que haya competencia. Desde 
este punto de vista hay un grado de avance. Además de aceptar que haya competencia entre instituciones estatales y privadas, el 
Frente Amplio se ha pronunciado acerca de la posibilidad de asociar empresas públicas con empresas privadas. Tal vez -no está 
totalmente definido- fuera de la telefonía básica en todo el resto. 


Por otra parte, no es un tema menor el que tiene que ver con la necesidad de las garantías que tiene que tener esta asociación. 
¿Por qué? Porque observamos que en América Latina y en el Uruguay se han dado casos de asociación donde las empresas del 
Estado salieron mal paradas, como es el caso de PLUNA y del que se está viviendo en Argentina con respecto a Aerolíneas 
Argentinas. Entonces, tenemos que tratar de buscar la chance y la posibilidad de encontrar una ruta que nos lleve a ver cómo se 
pueden concretar estos elementos que está brindando el Frente Amplio, en términos de competencia, de asociación y de garantías 
de esas asociaciones. 


Pero como hemos planteado un referéndum, desde nuestro punto de vista vemos como inevitable que se deroguen los artículos 
612 y 613 de inmediato o, si se quieren, simultáneamente. Pero hay que hacerlo si queremos sentarnos a discutir con la 
tranquilidad correspondiente. Quizá, el artículo 612 no sea tan importante, pero probablemente, el artículo 613 es el que importa. 
Entonces, revisémoslo a efectos de ver dónde hay elementos comunes que nos puedan llevar a una salida. 


No conozco el detalle del nuevo proyecto de ley presentado por los señores Senadores Gallinal y Michelini; lo estudiaremos. Pero 
nuestra posición es la de derogar los artículos 612 y 613 para construir un nuevo artículo 613 que le dé al país las garantías 
necesarias. 


Creo que en la medida en que tomamos la posición de aceptar la competencia y la asociación, simplemente tendremos que 
avanzar en el detalle para ver qué elementos podemos encontrar. Pero repito que para nosotros es fundamental la previa 
derogación de los artículos 612 y 613. 


SEÑORA ARISMENDI.- ¿Vamos a entrar en la discusión de fondo? De hecho hemos estado avanzando sobre ella, pero habíamos 
acordado levantar la sesión. Por supuesto podemos entrar en un debate político, y estoy tentada a hacerlo, pero no me parece 
práctico. En tal sentido, hay cosas que dijo el señor Senador Gallinal que tengo la tentación de contestar, pero me parece que lo 
más práctico es que levantemos la sesión. 


Quedó bien claro y exhaustivamente explicado que nuestro partido está sobre la base de la derogación de los artículos 612 y 613. 
Por otro lado, hay otras propuestas, algunas de las cuales nunca las vimos, aunque sí el proyecto de ley del señor Senador 


Michelini. En definitiva, creo que podemos hacer el debate, pero si lo hacemos, hagámoslo ordenadamente, es decir, anotándonos 
para discutir. 


(Apoyados) 


SEÑOR GALLINAL.- No estoy de acuerdo con levantar la sesión. Me parece que la Comisión está para discutir los temas y 
analizarlos. En ese sentido, los proyectos están sobre la mesa de esta Comisión desde hace muchas semanas y la fórmula a la que 
ahora hizo referencia el señor Senador Michelini es una mínima modificación a un proyecto de ley cuya filosofía central se mantiene 
en todos sus términos. Si no debatimos ahora, terminaremos diciendo que no tuvimos oportunidad de discutir, que no se hablaron 
bien los temas y que no se profundizó acerca de ellos. 


Si queremos pronunciarnos en algún momento -podría ser el jueves que viene- previamente necesitamos entrar en un debate. Creo 
que ese es el quid de la existencia de las Comisiones, es decir, no solamente recibir a las delegaciones y a veces discutir los 
argumentos centrales a través de las preguntas que formulamos que, más que preguntas son fundamentos de posiciones, sino 
discutir a fondo los temas. Por eso formulé el planteamiento y me refería a él en los términos que he expresado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión es soberana en cuanto a resolver sobre su funcionamiento. Como no hay una moción 
concreta de levantamiento de la sesión, la Comisión sigue funcionando. La Mesa creyó entender que había voluntad política para 
levantar la sesión; en virtud de que eso no es así, en la medida en que no haya una moción de levantamiento, sigue la sesión. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que deberíamos reunirnos el próximo jueves para discutir y votar este tema. El señor Senador 
Larrañaga me decía que de pronto habría que nombrar una Subcomisión para que podamos llegar a un texto común. Asimismo, las 
palabras que mencionaba el señor Senador Gargano en cuanto a que habría que encontrar un mecanismo para negociar, son 
válidas. Pienso que dicha Comisión podría estar integrada por dos Senadores por partido y por el Nuevo Espacio, a los efectos de 
ver si podemos encontrar un texto común. Al mismo tiempo, creo que sería bueno repartir las modificaciones relativas a uno de los 
proyectos, para que las tengan todos los Senadores. 


Mi moción concreta es repartir el texto, crear una Subcomisión -integrada por dos Senadores por partido y por el Nuevo Espacio- y 
convocar para el próximo jueves, a fin de discutir y votar. 


SEÑOR GARGANO.- Pienso que no he sido bien entendido en lo que he expresado. Traté de ser bien claro con relación a las 
propuestas formuladas; no voy a reiterar la posición que tenemos con respecto a los artículos 612 y 613. Vamos a reexaminar las 
consideraciones políticas que nos merezcan el texto del proyecto de ley que han elaborado los señores Senadores Gallinal y 
Michelini y traeremos una respuesta específica y concreta. Hoy por hoy, esa respuesta es negativa; de lo contrario, no estaríamos 
proponiendo la derogación lisa y llana de los artículos 612 y 613. Naturalmente, si la discusión se abre el jueves que viene, sobre 
ese proyecto específico vamos a traer una respuesta oficial que, repito, hoy es negativa, tal como lo hemos acordado en nuestra 
fuerza política. 


Me parece útil que en la propia Comisión y con versión taquigráfica quede establecido lo que piensa cada uno sobre este tema. 


SEÑOR GALLINAL.- Con el ánimo de contribuir en este tema, quiero decir que es muy claro que no hay mayorías en la Comisión 
para derogar los artículos 612 y 613, al menos, lisa y llanamente. Si ahora pusiéramos a votación el proyecto del Encuentro 
Progresista, saldría negativa. Pediría que los Senadores del Partido Colorado y del Partido Nacional me rectifiquen si esto no es 
así. Quizás este sea un dato muy importante para empezar a considerar el segundo proyecto de ley, porque ante la negativa 
derogada, se puede abrir un espacio de negociación para la reformulación del artículo presentado por el señor Senador Michelini 
que habilite el ingreso del Encuentro Progresista a la negociación. 


SEÑOR GARGANO.- Tengo claro que en el seno de la Comisión no hay mayorías para derogar lisa y llanamente los artículos 612 y 
613. La decisión de presentar ese proyecto de ley obedeció a razones políticas, porque había habido otros proyectos propuestos 
que tenían una dirección distinta. 


Como bien decían algunos señores Senadores, en todo esto es menester manejarse con mucha claridad hacia la opinión pública, 
más aún en nuestro caso que estamos en un emprendimiento de recolección de firmas, y tenemos que transmitir claramente si 
dicho emprendimiento tiene que llegar o no hasta su fin. Creemos que una Subcomisión que trabaje fuera de la Comisión da la idea 
de que algo distinto se está buscando. Entonces, me parece mucho más traslúcido que lo hagamos aquí directamente. Pienso que 
para el jueves que viene podemos traer una respuesta clara también sobre todos los temas que estén planteados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con la propuesta del señor Senador Michelini, la Presidencia consulta sobre el levantamiento 
de la sesión. 


(Apoyados) 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 50 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


